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Expediente No. 66001-31-03-005-2006-00130-00

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

            SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Agosto cinco (05) del dos mil nueve (2009)
Acta número 365 del 04 de agosto del año 2009
Expediente 66001-31-03-005-2006-00130-00

Se resuelve el recurso de APELACION interpuesto oportunamente por la parte demandante contra la sentencia proferida el treinta (30) de abril del año 2008 por el JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO de PEREIRA, en este proceso ORDINARIO ( de Resolución de Contrato) promovido por JOSÈ ANTONIO ABAD VELÀSQUEZ Y CORONA DE JESÙS MOLINA DE ABAD en frente de HUBER BAUDIEN MUÑOZ GUTIÈRREZ.

I. RESUMEN DE ANTECEDENTES :

Ante el mencionado despacho judicial los demandantes por medio de apoderado judicial y previa reforma de la demanda pretenden, en definitiva, lo siguiente:

a.) Que se declare resuelto el contrato de compraventa celebrado por el señor Huber Baudien Muñoz Gutierrez en su calidad de vendedor con José Antonio Abad Velásquez y Corona de Jesús Molina de Abad, como compradores, contenido en la escritura pública No. 5.050 del  14 de diciembre de 2000 otorgada en la Notaria Primera de esta ciudad, mediante la cual se transfirió el apartamento No. 302  y parqueadero No. 7 del conjunto residencial Centenario de esta localidad
 .

b.) Como consecuencia de lo anterior, piden se ordenen las restituciones del caso (sic) teniendo en cuenta la corrección monetaria y se condene al demandado al pago de los perjuicios y costas procesales.

Los hechos básicos de las anteriores  pretensiones pueden resumirse así:

1º.) Entre demandantes y demandado se celebró un contrato de compraventa según escritura pública arriba citada sobre el apartamento No. 302 y parqueadero No. 7 del conjunto residencial Centenario, ubicado en el área urbana de la ciudad, en la carrera 15 entre calles 22 y 23 No. 22-41, identificados con las matriculas inmobiliarias Nos. 290-82147 y 290-82169. 

2°) Mediante Resolución No. 359 del 21 de octubre de 2003 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, se dejó sin validez  las anotaciones 8, “cancelación de las hipotecas que allí figuraban”, de los folios con matrículas inmobiliarias No. 290-82147 y 290-82169 que corresponden a los bienes inmuebles objeto de la presente demanda; con dicho acto administrativo cobró vigencia el gravamen hipotecario constituido a favor de la señora Ana Ramírez González (anotaciones 4 y 5 de los folios citados), y ésta a su vez promovió proceso ejecutivo con título hipotecario en contra de los señores Abad Velásquez y Molina de Abad, embargando y secuestrando los inmuebles aquí relacionados, generando con ello un perjuicio a los actores, quienes desde la fecha de las mencionadas diligencias han dejado de percibir por concepto de cánones  la suma de  $369.000.00.

3°) Se estipuló en la cláusula quinta de la escritura reseñada que el demandado estará obligado al saneamiento de la venta o de cualquier gravamen o acción real que contra dichos inmuebles resultaren, sin que hasta la fecha haya sido posible acuerdo alguno. Dado que los demandantes cumplieron con el contrato, como fue el pago del precio pactado y el señor Muñoz Gutiérrez no desea cumplir con su obligación del saneamiento de los inmuebles, se decide pedir la resolución del contrato.

4°) El precio pagado por los inmuebles objeto del contrato, por el que se pide su resolución, fue la suma de $70.000.000.00, sin embargo, en la escritura figura la suma de $36.396.000.00 los que corresponden al avalúo catastral que figuraban en los paz y salvos de predial y valorización, avaluó que fue incrementado en la suma de $50.389.000.00. 

Conviene destacar que la demanda inicial, basada prácticamente en los mismos hechos, había pedido expresamente el saneamiento por evicción. Sin embargo, ante el advenimiento del auto inadmisorio proferido el 15 de agosto de 2006 los actores optaron por pedir expresamente la resolución del contrato y adjuntaron copia de la escritura mencionada, copia al carbón de la resolución 359 expedida por el Registrador Principal de Instrumentos Públicos de Pereira y una fallida audiencia de conciliación, como requisito de procedibilidad. 
La demanda, así reformada, fue admitida por auto de septiembre 7 del año 2006. El demandado se notificó personalmente el 22 de febrero del año 2007. Por intermedio de apoderado judicial contestó lo pertinente para referirse a los hechos y oponerse a las pretensiones, argumentando que no esta obligado contractualmente, porque así como los demandantes cancelaron la totalidad del precio de los inmuebles, se cumplió con  la entrega de los mismos y en la resolución expedida por la Oficina de Registro no involucra su nombre; propuso la excepción de mérito denominada “falta de causa para demandar”.

Surtido el procedimiento propio de la primera instancia (con una conciliación fallida, la práctica de dictamen pericial y prueba trasladada del proceso hipotecario instaurado por Ana Ramírez González; y la fase de alegatos donde solo intervino el apoderado de los demandantes), sobrevino el fallo respectivo en el que se desestimaron las pretensiones de la demanda, lo que originó el recurso de apelación del que se ocupa ahora la Sala.

II. MOTIVACIONES DEL A-QUO E INCONFORMIDAD DEL RECURRENTE:

A.-) Luego de verificar la presencia de los presupuestos procesales el juez a-quo aborda el estudio de la demanda y, al interpretarla, obtiene la rápida conclusión –desacertada en parecer de la Sala- que lo pedido por los demandantes es lisa y llanamente un saneamiento por evicción, no la resolución del contrato. Guiado por tal criterio examina los presupuestos de aquella figura jurídica para deducir que no se dan los elementos necesarios para su prosperidad, no tanto porque los actores no hubieran ejercido el derecho a denunciarle el pleito a su vendedor, que estima no viable en este caso, sino porque aún no se ha dictado sentencia en el proceso hipotecario y, por tanto, no puede hablarse de que la cosa salió evicta para los compradores, razón por la cual procede a negar lo pedido. 



  B.-) El apoderado de los demandantes, de su parte, en un corto alegato presentado en esta instancia, pide la revocatoria del fallo porque considera, en esencia, que al practicarse el embargo y secuestro de los bienes inmuebles comprados se  produjo evicción y deben, por ende, prosperar las súplicas de su libelo.
III. CONSIDERACIONES DE LA SALA :

Los presupuestos procesales están de conformidad con la ley.
Como bien acaba de reseñarse, la razón fundamental que tuvo el juez a-quo para negar la demanda estriba en el hecho de que, al interpretarla, consideró erradamente que no era una acción resolutoria la aquí ejercida, sino una acción de saneamiento por evicción, la cual, en su parecer, no podía prosperar porque al no haberse proferido aún sentencia en el proceso ejecutivo con título hipotecario promovido por la señora Ana Ramírez González, en contra de los titulares José Antonio Abad Velásquez y Corona de Jesús Molina de Abad –aquí demandantes- no se había configurado la evicción y, por tanto, no había lugar a “ordenar la restitución del precio y las indemnizaciones de que trata el artículo 1904 del C. C..”
La Sala no comparte esa manera de apreciar la litis, porque no consulta el buen sentido jurídico habida cuenta que el actor fue explícito y categórico, al reformar su demanda, en pedir, no el saneamiento por evicción –como lo había hecho inicialmente- sino “que se declare resuelto por (sic) el Contrato de Compraventa” suscrito entre las partes y que se decreten las consiguientes restituciones, que allí se especifican.

Y si bien la facultad de interpretar la demanda es una potestad muy propia del operador jurídico, en esa labor no puede llegar, por sí y ante sí, al punto de tergiversar dicho escrito y hacerle decir lo que no dice porque, además de que lesiona en materia grave el derecho de defensa del demandado, incurre en un fallo incongruente, como lo enseña la Corte en el siguiente pasaje:
“.. no puede el sentenciador, dentro de la facultad que tiene para interpretar la demanda y, por ende, determinar el recto sentido de la misma, moverse ad libitum o en forma ilimitada hasta el punto de corregir desaciertos de fondo, o de resolver sobre pretensiones no propuestas, o decidir sobre hechos no invocados.  Por que en tal labor de hermenéutica no le es permitido descender hasta re-crear una causa petendi o una petitum, pues de lo contrario se cercenaría el derecho de defensa de la contraparte y, por demás, el fallo resultaría incongruente.”
 
Concedido, pues, que se trata de una típica acción resolutoria y conocidos ampliamente los presupuestos necesarios para su prosperidad en juicio, no queda ninguna duda que aquí concurren todos y cada uno de tales elementos, según se desprende del siguiente análisis:
a) Se trata de un contrato de compraventa, debidamente registrado, celebrado por las partes, absolutamente válido, contenido en la escritura pública Nro. 5050 del 14 de diciembre del año 2000 de la Notaría Primera de esta ciudad, que versa sobre dos bienes inmuebles urbanos (apartamento y parqueadero), distinguidos con las matrículas inmobiliarias Nros. 290-82147 y 290-82169, según se lee a folios 13 a 21 del cuaderno principal y folios 4 a 12 del cuaderno No. 4.
b) Los demandantes cumplieron a cabalidad su obligación de pagar el precio, o sea, la suma de $36.396.000,oo conforme consta en la citada escritura, cláusula tercera, según la cual los dineros fueron recibidos por parte del vendedor “a entera satisfacción”.
c) Los compradores, por causa anterior a la venta, -vigencia de una hipoteca abierta que sólo fue puesta de presente el 21 de octubre del año 2003, Según Resolución Nro. 359 expedida por el Registrador Principal de Instrumentos Públicos de Pereira-, fueron privados de la posesión útil y pacífica del inmueble y están a punto de perder su dominio comoquiera que fue embargado y secuestrado en diligencia llevada a cabo el 3 de septiembre del año 2004, dentro del proceso ejecutivo (con título hipotecario), promovido por la señora Ana Ramírez González, mediante apoderado, entre otros, en contra de los aquí demandantes, lo que se traduce en afirmar que existe un incumplimiento del demandado en cuanto se obligó a responder “de cualquier gravamen o acción real que contra dicho inmueble resulte..”
 y no lo ha hecho.
Todo lo cual significa, en concreto, que las súplicas de la demanda deben ser acogidas favorablemente con el reajuste pertinente que se indicará al final, no sin antes traer a colación el siguiente pasaje doctrinario que resulta pertinente al caso: 
“El artículo 1894 habla de “sentencia judicial”. Sin embargo, es claro que la evicción puede darse por providencia judicial que no tenga el carácter de sentencia. El porpio Código civil lo reconoce cuando al establecer el término de prescripción (artículo 1913) señala que el mismo ha de contarse desde la sentencia pero, advierte, si no hubo sentencia, se contará el lapso desde la restitución del bien. De manera que puede darse la evicción sin sentencia que la imponga, ya que puede tratarse de un auto, como cuando el comprador es despojado del bien por una medida cautelar, … “

En un orden de ideas diferente podría argumentarse, en contra de lo aquí expuesto, que siguiendo los términos de los artículos 1893 y siguientes del Código Civil, lo procedente es la acción de saneamiento, como lo pregona un sector de la doctrina, no la resolutoria, pero la Sala Civil de esta Corporación ha tenido un criterio distinto, según se lee en el siguiente fallo
“Se ha discutido si en casos como el presente hay lugar a resolución del contrato o si como lo plantea la Juez a-quo, correspondía la acción de evicción, enunciando desde ya que la sala se inclina por lo primero. 

(…)

d) del hecho de que la ley regula el saneamiento por evicción no puede deducirse la repudiación de la acción resolutoria. La causa del contrato de compraventa de cosa ajena bien puede ser afrontada o por el camino de la acción resolutoria o por el saneamiento por evicción, pues tales acciones no se excluyen entre si …”

Razonamiento que, por motivos de equidad, es tanto más aceptable cuanto se debe tener presente que los demandados no pudieron en su momento ejercer el derecho consagrado por el art. 1899 del Código Civil, en armonía con el art. 54 y siguientes del C. de P. Civil, o sea, la denuncia del pleito a su vendedor, toda vez que fueron notificados por conducta concluyente, por encontrarse residiendo fuera del país, según puede verificarse de la certificación obrante a folio 8 del cuaderno número 2, lo que obviamente dificultaba, y dificulta en grado sumo, la defensa de sus intereses. Eso de una parte.
De la otra, los actores no tienen derecho al reconocimiento de perjuicios, por no estar probados, ni a la restitución de frutos de la cosa vendida, que tampoco es procedente, lo que hace más justa y legítima su pretensión.
Y no es viable la restitución de los frutos civiles de la cosa (arrendamientos), decimos, porque en la diligencia de secuestro arriba citada
, se le advirtió a la arrendataria que la suma que pagaba por concepto de arrendamiento ($369.000.oo) mensuales debía entregarlos al auxiliar de la justicia allí actuante, lo que permite suponer con lógica que pertenecen al proceso donde se produjo la medida cautelar y es allí donde se debe resolver a quién deben entregarse dichos dineros.
Empero, a lo que si tienen derecho los actores, es a la restitución de la suma de $36.396.000.oo moneda corriente, que dieron como precio de la cosa, debidamente reajustada con el índice de precios al consumidor (IPC) desde el día 14 de Diciembre del año 2000 hasta el 30 de abril último, lo que da como resultado un total de sesenta millones treinta y nueve mil seiscientos dos pesos moneda corriente ($60.039.602.oo). 
Dicha suma deberá ser actualizada por el Juez a-quo, siguiendo el mismo método, hasta el momento del pago. 
No se accede a ordenar el reintegro de la suma de $70.000.000.oo, pedida en la demanda, porque los demandantes no aportaron prueba ninguna de que dicho precio hubiese sido el real.
La excepción de mérito denominada “falta de causa para demandar”, propuesta por el demandado, no tiene un fundamento válido y por lo mismo no sirve para enervar las pretensiones de los actores, acorde con lo dicho en las motivaciones precedentes.
IV. CONCLUSIONES Y FALLO.

Se revocará, en consecuencia,  el fallo apelado y en su lugar se decretará la resolución impetrada con la restitución dineraria a que se ha hecho referencia anteriormente y con condena en costas de ambas instancias para el demandado, por virtud de lo dispuesto en el numeral 4º. del  art. 392 del C. de. P. Civil. 
                              Es entendido que los demandantes no están obligados a la restitución del inmueble comoquiera que es objeto de una medida cautelar dentro del proceso que aquí se ha mencionado, pero quedan a salvo los derechos del vendedor demandado para reclamar, a su vez, de su tradente, o de la autoridad pertinente, el precio que pagó por el bien que resultó afectado por la presencia de la hipoteca abierta.



 En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F  A  L  L A  :




  1º.) SE REVOCA en todas sus partes el fallo proferido el treinta (30) de abril del año 2008, por el JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad, dentro de este Proceso Ordinario (de resolución de contrato), promovido por JOSE ANTONIO ABAD VELASQUEZ y CORONA DE JESUS MOLINA DE ABAD, en frente de HUBER BAUDIEN MUÑOZ GUTIERREZ.




  2º.) En su lugar, se DECLARA RESUELTO el contrato de compraventa celebrado entre las partes y contenido en la Escritura Pública #5050 del 14 de diciembre del año 2000, de la Notaría Primera de Pereira.

                              Como consecuencia de ello, se ordena al demandado MUÑOZ GUTIERRREZ restituir a los actores la suma actualizada de sesenta millones treinta y nueve mil seiscientos dos pesos ($60.039.602.oo).



 No hay lugar a la restitución del inmueble por parte de los demandantes, pero sin detrimento de los derechos y acciones que el demandado pueda ejercer para la protección de sus intereses.




 3º.) Se condena en costas de ambas instancias al demandado. Las de ésta se tasarán oportunamente por parte de la secretaría.

COPIESE Y NOTIFIQUESE :

Los Magistrados,

Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo        Fernán Camilo Valencia López
� Linderos y demás especificaciones folio 46 cuaderno principal


� Ver folio 46 del cuaderno principal.


� “Derecho Colombiano”, año 1992, pág. 220.


� Ver cláusula “Quinta” del instrumento referido.


� “De los Negocios Jurídicos en el Derecho Privado Colombiano. Antonio Bohórquez Orduz, página 49.


� Tribunal Superior de Pereira. Órgano de Divulgación Jurídica. Primer Semestre de 1992. Revista No. 6. p. 42 y 43. En el mismo sentido sentencia de abril 2 de 1998, con ponencia de Gonzalo Flórez Moreno.


� Ver folio 10 vuelto del cuaderno #2
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